
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CINCUENTA Y CINCO (55) ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, D. C, trece (13) de octubre de dos mil veinte (2020)  
 

ACCIÓN: TUTELA 

PROCESO N°. 11001-33-42-055-2020-00258-00 

ACCIONANTE: JORGE ENRIQUE PINEDA CORONADO 

ACCIONADA: 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 
A LAS VICTIMAS – UARIV 

ASUNTO: FALLO DE TUTELA N°. 102 

 
Procede el despacho a proferir sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por 
JORGE ENRIQUE PINEDA CORONADO, identificado con cédula de ciudadanía N°. 
11.388.682, quien actúa en nombre propio, en contra de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, al considerar vulnerados los derechos 
fundamentales de petición, igualdad, verdad e indemnización. 
 
I. OBJETO  
 
Las pretensiones de la acción, son: 

 
Ordenar UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS. Contestar el DERECHO DE PETICIÓN de fondo. 
 
Ordenar a UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS contestar el derecho de petición manifestando una fecha cierta de 
cuándo se va a CANCELAR la INDEMNIZACIÓN. 
 
Ordenar a UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS contestar el derecho de petición manifestando una fecha cierta de 
cuándo se va a conceder la INDEMNIZACIÓN DE VÍCTIMAS. 

 
II. HECHOS 
 
Los hechos narrados por el tutelante: 
 

Interpuse un nuevo derecho de petición el 16 de julio de 2.020. Solicitando el 
cumplimiento de esta fecha sin que hasta la fecha hayan cumplido o hayan 
contestado. 
 
En respuesta anterior la UNIDAD manifiesta que el Día 29 de Mayo del 2020. 
Me cancelarían la indemnización por desplazamiento forzado bajo el turno 
GAC-200529-1894 del 2020 fecha vencida. A pesar de haber dado esta fecha 
la UNIDAD no HA CUMPLIDO. 
 
Además se preguntaba si hacía falta algún documento para esta indemnización 
sin obtener una respuesta de fondo. 
 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS 
NO contesta el derecho de petición, ni de forma ni de fondo. Sin dar una fecha 
cierta CUANDO va a desembolsar el monto de la INDEMNIZACIÓN. 
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UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS 
al NO contestar de fondo no solo viola el derecho de petición. Sino que  vulnera 
los derechos fundamentales como es el derecho a la verdad y a la indemnización, 
al derecho a la igualdad y los demás consignados en la tutela T025 de 2.004.  

 
III. Actuación Procesal 
 
Mediante auto de 1 de octubre de 2020, el despacho admitió la presente acción y 
ordenó notificar al Director Técnico de la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas - UARIV; notificación que se efectuó en la misma fecha, tal 
como obra en el expediente. 
 
IV.  Respuesta de la Accionada 
 
Dentro del término otorgado para ejercer el derecho de defensa y contradicción, la 
accionada dio contestación, a través de su representante judicial, indicando que en 
cuanto a la petición objeto de la presente controversia, la entidad dio respuesta el 24 
de julio de 2020, a través de comunicación con radicado N°. 202072017024891, 
notificada al correo electrónico suministrado por el actor. 
 
Posteriormente, dijo que mediante radicado interno de salida Nº. 202072026724991 
de 7 de octubre de 2020, dio alcance a la respuesta inicialmente brindada al tutelante. 
 
Por lo anterior, solicitó se niegue la acción de tutela de la referencia, ya que la entidad 
que representa ha realizado dentro del marco de sus competencias, todas las 
gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, evitando 
que se vulneren o pongan en riesgo los derechos fundamentales del accionante. 
 
IV.   PRUEBAS 

 

 Accionante 
 

1. Fotocopia de la petición presentada ante la UARIV. 
 

2. Constancia de radicación de la petición ante la UARIV, de fecha 16 de julio de 
2020. 

 

 Accionada 
 

1. Fotocopia de la respuesta a la petición, con radicado de salida N°. 
202072017024891 de 24 de julio de 2020. 
 
2. Notificación personal de 18 de junio de 2020, de la actuación administrativa con 
radicado N°. 520446 de 2020. 
 
3. Copia de la planilla de entrega de fecha 25 de junio de 2020, correspondiente a la 
empresa 4/72, comunicando la actuación administrativa con radicado N°. 520446 de 
2020. 
 
4. Resolución Nº. 04102019-520446 de 16 de marzo de 2020. 
 
5. Fotocopia de alcance a respuesta inicial, con radicado de salida N°. 
202072026724991 de 07 de octubre de 2020. 
 
6. Memorando de 07 de octubre de 2020. 
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7. Impresión de pantalla de notificación al correo electrónico del accionante, con fecha 
07 de octubre de 2020. 

 
V. CONSIDERACIONES 

 
A.  Competencia 

 
De conformidad con lo establecido en el Decreto 1983 de 2017, y el Artículo 37 del 
Decreto 2591 de 1991 y teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la entidad 
accionada, este despacho es competente para conocer de la presente acción de 
tutela.  
 
B.  Problema Jurídico 
 
Estudiado el expediente el despacho advierte que se centra en determinar, si al señor 
Jorge Enrique Pineda Coronado, se le están violando sus derechos fundamentales 
por parte de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, 
al no dar respuesta a su petición de fecha 16 de julio de 2020.  
 
C.  Acción de Tutela 
 
Es preciso indicar que, el artículo 86 de la Constitución Política, consagró la acción 
de tutela como un mecanismo preferente y sumario para la protección inmediata de 
los derechos constitucionales fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad o de los particulares. 
 
Por su parte, el Decreto 2591 de 19911, en el Artículo 6º, establece que este 
mecanismo sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que la acción de tutela se utilice como un instrumento transitorio en aras 
de evitar un perjuicio irremediable; circunstancia que debe probarse para acceder a 
la protección aludida. 
 
D.  DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

 
En este caso se aducen como transgredidos el derecho fundamental de petición, 
igualdad, verdad e indemnización. 
 
1. Derecho de Petición 
 
El artículo 23 de la Constitución Política consagró el Derecho de Petición como el 
derecho constitucional fundamental que tienen todas las personas para presentar a 
la administración peticiones respetuosas que impliquen un interés particular o público; 
de igual manera se establece que el peticionario tiene derecho a que la respuesta sea 
adecuada, efectiva y oportuna. 
 
Al respecto, la Constitución Política en el citado artículo establece: “... Toda persona 
tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales.” 
 
Es así como, los órganos de la administración están obligados a dar oportuna 
respuesta, no permitiéndose la dilación en perjuicio del solicitante, pues el término 
para contestar debe ser razonado, y está determinado por los factores inherentes a 
la entidad; esta razonabilidad hace precisión al tiempo exigido para el procesamiento 
de la petición junto con las demás condiciones externas y materiales de la oficina a la 

                                                           
1 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela”.  
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que concierne resolver, por lo anterior, el único facultado para establecer un término 
superior es el mismo legislador, por consiguiente la administración misma no puede 
abrogarse términos superiores para dar contestación a las peticiones que se le 
presenten si éstos no están expresamente permitidos por la ley. 
 
Por lo tanto, las entidades vulneran el núcleo esencial del derecho de petición cuando 
fijan plazos desproporcionados que finalmente se constituyen en dilaciones 
injustificadas para dar cumplimiento a la obligación de dar respuesta.  
 
La Corte Constitucional, en sentencia T-463 del 09 de julio de 2011, resaltó sobre el 
derecho de petición, lo siguiente:  

 
Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa 
cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, 
emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) 
de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o 
desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la 
petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante. 
 
Si emitida la respuesta por el requerido, falla alguno de los tres presupuestos 
finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el 
derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 
 
“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 
petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos 
características deben estar complementadas con la congruencia de lo 
respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello 
preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto 
principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera 
congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a 
una información plena de la respuesta dada. 
 
 El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona 
que elevó la solicitud conoce su respuesta. Se hace necesario reiterar que no se 
considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, 
puesto que no es él el titular del derecho fundamental2.  

 
2. Igualdad 
 
El Artículo 13 de la Constitución Política, consagra el derecho fundamental a la 
igualdad, en los siguientes términos: 
 

Art. 13.- Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
 

Respecto a la igualdad de trato, se hace necesario desarrollar reglas o criterios de 
evaluación para determinar cuando una persona se encuentra en una situación de 

                                                           
2 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-463 de 2011. 
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especial protección que amerite utilizar criterios diferentes, los cuales serán usados 
bajo algunas condiciones especiales. 
 
El estudio del concepto del derecho a la igualdad, según la Sentencia C-090 de 2001 
la Corte Constitucional, manifestó:   
 

Una simple aproximación a la idea de igualdad, como concepto, como principio, 
o como derecho reconocido al interior de un ordenamiento jurídico, revela 
inmediatamente que se trata de una noción que no responde a un sentido 
unívoco sino que admite múltiples acepciones aplicables de acuerdo con las 
particularidades de cada caso. Desde una perspectiva estrictamente jurídica, la 
igualdad se manifiesta como un derecho relacional que involucra usualmente, 
cargas, bienes o derechos constitucionales o legales, y cuya efectiva garantía, 
no se traduce en la constatación de una paridad mecánica y matemática, sino en 
el otorgamiento de un trato igual compatible con las diversas condiciones del 
sujeto”.  
 
(…), entonces, al juicio que se hace sobre una determinada circunstancia, de tal 
forma que resulta indispensable tomar en consideración las condiciones que 
afectan o caracterizan a cada uno de los miembros de una comunidad jurídica y 
el entorno en el que se desenvuelven. Así, puede decirse que la vigencia del 
derecho a la igualdad no excluye necesariamente la posibilidad de dar un 
tratamiento diferente a personas y hechos que, de acuerdo con sus 
condiciones, hacen razonable la distinción.3 Negrillas fuera de texto 

 
De manera que, en aplicación del derecho a la igualdad, las autoridades no pueden 
hacer distinciones subjetivas que carezcan de justificación alguna, pues si imparten 
un trato diferencial, éste debe fundamentarse en consideraciones razonables y 
objetivas que hagan viable la misma, esto es, que exijan o ameriten un trato diferente 
por referirse a personas que se encuentran en condiciones distintas. 
 

3. Verdad e Indemnización 
 

La Corte Constitucional,  en sentencia T- 418 del 3 de julio del 2015, resaltó sobre el 
derecho a la verdad, lo siguiente: 
  

La Corte Constitucional, ha señalado que las víctimas tienen derecho a la verdad, 
la cual es definida como “la posibilidad de conocer lo que sucedió y en buscar 
una coincidencia entre la verdad procesal y la verdad real”. El derecho a la verdad 
tiene una dimensión colectiva cuyo fin es “preservar del olvido a la memoria 
colectiva”, y una dimensión individual cuya efectividad se realiza 
fundamentalmente en el ámbito judicial, a través del derecho de las víctimas a 
un recurso judicial efectivo, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta 
Corte. En este sentido, el derecho a conocer la verdad presenta una faceta 
subjetiva en cuanto a que, independientemente de las acciones que puedan 
entablar ante la justicia, las víctimas, así como sus familias y allegados, 
tienen derecho a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se 
cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, 
acerca de la suerte que corrió la víctima. Negrilla del despacho 

 
Por su parte, en cuanto al derecho a la indemnización, la Corte Constitucional en 
Sentencia C-753 del 30 de octubre del 2013, indicó: 

 
En lo que tiene que ver específicamente con la indemnización administrativa, el 
Decreto 4800 de 2011 por medio del cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011, 
regula todo el procedimiento y establece que la estimación del monto 

                                                           
3 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-090 de 2001. 
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dependerá de la naturaleza y el impacto del hecho victimizante, el daño causado 
y el estado de vulnerabilidad actual de la víctima, desde un enfoque 
diferencial. Por consiguiente, lo determinante en la evaluación del monto de la 
indemnización es la violación y la condición de vulnerabilidad de la víctima. Las 
referencias presupuestales se supeditan a estos criterios. Los pagos, que podrán 
ser parciales o corresponder a un solo pago total, atenderán de acuerdo con el 
citado Decreto, a criterios de vulnerabilidad y priorización. Cabe reiterar que la 
indemnización es uno de los componentes de la reparación integral y que por sí 
mismo no contribuye a la realización de la misma. En este sentido, es necesario 
que confluya con las otras medidas. Es preciso subrayar que, en contextos de 
justicia transicional, no existe una obligación de carácter internacional que 
obligue a los Estados en los programas administrativos, a indemnizar con los 
mismos montos de la reparación judicial. Especialmente en escenarios de 
violaciones masivas que incluyen un extenso universo de víctimas, es 
prácticamente imposible que un Estado pueda financiar una reparación en dichos 
términos, es decir, sin admitir ciertas restricciones. 
 
Lo anterior, sin embargo, no implica que se desconozca la naturaleza 
fundamental de los derechos de las víctimas. Precisamente la implementación 
de este tipo de programas administrativos parte de dicho reconocimiento y de la 
necesidad de garantizar la reparación de todas las personas en condiciones de 
igualdad. Aunque no existen patrones ni pautas para establecer cuándo una 
indemnización es suficiente, justa y adecuada, algunos indicadores 
comprenden,  de acuerdo con la doctrina internacional en esta materia, la 
capacidad de los programas para reducir las condiciones de vulnerabilidad de las 
víctimas, contribuir a la reconstrucción de sus vidas de manera digna y humana 
y de este modo favorecer su inclusión en la sociedad en condiciones de 
normalidad. De ahí la importancia de que estas políticas reconozcan el pasado y 
la situación de violación de derechos en el contexto del conflicto armado, sin 
perder de vista el futuro de las víctimas y de la sociedad en general”.  

 
Finalmente, se concluye que la indemnización es un componente de la reparación 
integral, la cual debe caracterizarse por ser justa, adecuada y completa para que con 
los demás componentes de la reparación se puedan restablecer los derechos 
constitucionales fundamentales de las víctimas. Sin embargo,  si con posterioridad al 
reconocimiento de la indemnización administrativa se demostrare que la persona no 
tenía la calidad de víctima o de beneficiario, o lo hubiere acreditado de manera 
engañosa o fraudulenta, se revocarán las medidas de indemnización otorgadas, se 
ordenará el reintegro de los recursos que se hubieren reconocido y entregado por 
este concepto y se compulsarán copias a la autoridad competente para la 
investigación a que haya lugar. 
 
E. Decreto Legislativo N°. 491 del 28 de marzo de 2020 
 
Ahora bien, el Gobierno Nacional en lo relacionado a peticiones que se encuentren 
en curso o radicadas durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, a través del 
Artículo 5° del citado Decreto Legislativo, modificó los términos para atender las 
diferentes modalidades de peticiones, así: 
 

… Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones 
que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la 
Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de 
la Ley 1437 de 2011, así: 
 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción. 
 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
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(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 
dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. 
 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 
en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 
y cinco (35) días siguientes a su recepción.  
 
Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 
señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 
vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos 
de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 
respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este 
artículo. 
 
En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 
 
Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la 
efectividad de otros derechos fundamentales. 

 
F. Normatividad aplicable 
  
1. Resolución N°. 01049 de 2019 
 
Resulta necesario indicar que, mediante la Resolución en comento, se adoptó el 
procedimiento para reconocer y otorgar la indemnización administrativa por vía 
administrativa, y se creó el Método Técnico de Priorización, así: 
 

Artículo 3. Alcance del procedimiento. La medida de indemnización será 
otorgada a las víctimas que la hayan solicitado de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la presente resolución y que, para la fecha de su reconocimiento, 
se encuentren con estado incluido en el Registro Único de Víctimas (RUV) por 
los siguientes hechos victimizantes: (i) homicidio, (ii) desaparición forzada, (iii) 
secuestro, (iv) delitos contra la libertad e integridad sexual, (v) lesiones que no 
generaron incapacidad permanente, (vi) lesiones que generaron incapacidad 
permanente, (vii) reclutamiento forzado de menores de edad, (viii) tortura o tratos 
inhumanos o degradantes, y (ix) desplazamiento forzado interno con relación 
cercana y suficiente al conflicto armado. 
 
Artículo 4. Situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad. 
Para los efectos del presente acto administrativo se entenderá que una víctima, 
individualmente considerada, se encuentra en urgencia manifiesta o extrema 
vulnerabilidad cuando se acredite: 
 
A. Edad. Tener una edad igual o superior a los setenta y cuatro (74) años. El 
presente criterio podrá ajustarse gradual y progresivamente por la Unidad para 
las Víctimas, de acuerdo al avance en el pago de la indemnización administrativa 
a este grupo poblacional. 
 
B. Enfermedad. Tener enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico 
o de alto costo definidas como tales por el Ministerio de Salud y Protección 
Social. 
 
C. Discapacidad. Tener discapacidad que se certifique bajo los criterios, 
condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el 
Ministerio de Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud. 
 
Parágrafo 1. Si con posterioridad a la presentación de la solicitud de 
indemnización una víctima advierte que cumple alguna de las situaciones 
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definidas en los literales B y C del presente artículo deberá informarlo a la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para ser priorizada en la 
entrega de la indemnización. 
 
(…) 
 
Artículo 14. Fase de Entrega de la Indemnización. En el caso que proceda el 
reconocimiento de la indemnización y la víctima haya acreditado alguna de las 
situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad referidas en el 
artículo 4 del presente acto administrativo, se priorizará la entrega de la medida 
de indemnización, atendiendo a la disponibilidad presupuestal  de la Unidad para 
las Víctimas. 
 
En caso que los reconocimientos de indemnización en estas situaciones de 
urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad superen el presupuesto asignado a 
la Unidad para las Víctimas en la respectiva vigencia, el pago de la medida se 
hará efectivo en la siguiente vigencia presupuestal. En el tránsito entre vigencias 
presupuestales no se modificará el orden o la colocación de las víctimas 
priorizadas en las listas ordinales que, se posicionarán en la medida que 
obtengan firmeza los actos administrativos que reconocen la medida de 
indemnización y ordenan su pago. 
 
En los demás casos donde haya procedido el reconocimiento de la 
indemnización, el orden de priorización para la entrega de la medida de 
indemnización se definirá a través de la aplicación del método técnico de 
priorización. La entrega de la indemnización se realizará siempre y cuando 
haya disponibilidad presupuestal, luego de entregar la medida en los 
términos del inciso primero del presente artículo. (Negrilla del despacho) 
 
En todos los casos que proceda la entrega de la indemnización, la Unidad para 
las Víctimas comunicará a la víctima solicitante acerca del periodo de que 
dispone para hacer efectivo el pago de la medida de indemnización. 
  

Es decir, aquellas personas que sean beneficiarias de la indemnización administrativa 
y que acrediten alguna de las circunstancias descritas se les priorizará la entrega de 
su medida de indemnización, de conformidad con la disponibilidad presupuestal 
anual, sin embargo, para los demás casos en los que no ostenten dichas condiciones 
o situaciones, se les aplicará el método técnico de priorización conforme lo establece 
el inciso 3 del Artículo 14 de la citada Resolución. 
 
G.  Declaratoria de Estado de Emergencia  
 
A raíz de la declaratoria del Covid-19 como pandemia, realizada por el director de la 
Organización Mundial de la Salud – OMS el 11 de marzo de 2020, el Gobierno 
Nacional en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, expidió el Decreto 
417 del 17 de marzo de 2020 mediante el cual decretó Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional y con base en dicha 
declaratoria se han dictado varios decretos legislativos para atender la situación de 
emergencia.  
 
Es así, que atendiendo a lo establecido por la OMS, es preciso adoptar medidas 
extraordinarias, estrictas y urgentes relacionadas con la contención del virus y su 
mitigación, disponiendo de los recursos financieros, humanos y logísticos para 
enfrentar la pandemia.  
 
Luego, con el objeto de garantizar la debida protección de la salud de los habitantes 
del territorio nacional, el Ministerio de Salud y Protección Social inicialmente mediante 
la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020,  declaró la emergencia sanitaria por 
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causa del COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020, y adoptó medidas sanitarias con 
el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID-19, y posteriormente, 
mediante la Resolución N°. 464 de 18 de marzo de 2020, se declaró la medida 
sanitaria obligatoria de aislamiento preventivo, para proteger a los adultos mayores 
de 70 años.  
 
Seguidamente, a través del Decreto 418 de 18 de marzo 2020, se dictaron medidas 
transitorias para expedir normas en materia de orden público, y se estableció que en 
el marco de la emergencia sanitaria, se aplicarán de manera inmediata y preferente 
las disposiciones de gobernadores y alcaldes las instrucciones, actos, y órdenes del 
Presidente de la República. 
 
Finalmente, el Ministerio de Salud y Protección Social a través de la Resolución 844 
del 26 de mayo de 2020, dispuso prorrogar la emergencia sanitaria por causa del 
COVID-19, hasta el 31 de agosto de 2020 y posteriormente por medio de la 
Resolución 1462 del 25 de agosto de 2020 hasta el próximo 30 de noviembre de 2020. 
 
Caso Concreto 
 
Pretende el tutelante se ordene a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas - UARIV, a través de fallo de tutela, dar respuesta a la solicitud efectuada 
mediante petición de 16 de julio de 2020, así mismo, solicita protección a los derechos 
fundamentales a la igualdad, verdad e indemnización. 
 
Ante lo anterior, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas - 
UARIV, contestó la acción de tutela, manifestando que mediante radicado interno de 
salida Nº. 202072017024891 de 24 de julio de 2020, dio respuesta a lo solicitado y le 
informó al peticionario: 
 

Atendiendo a la petición relacionada con la indemnización administrativa, la 
Unidad para las Víctimas brinda una respuesta conforme a lo dispuesto en 
artículo 14 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo que está en concordancia con la ley Estatutaria 1755 
de 2015, y bajo el contexto normativo de la Resolución No. 01049 del 15 de 
marzo de 2019, por medio de la cual “se adopta el procedimiento para reconocer 
y otorgar la indemnización por vía administrativa, se crea el método técnico de 
priorización, se deroga las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se 
dictan otras disposiciones.” en los siguientes términos: 
 
En virtud de lo anterior y con el fin de dar respuesta a su petición de fecha 
16/07/2020, le informamos que Usted elevó solicitud de indemnización 
administrativa con número de radicado 711319, por la que la Unidad le brindó 
una respuesta de fondo por medio de la Resolución No.  04102019-520446 de 
16 de marzo de 2020, en la que se le decidió otorgar la medida de indemnización 
administrativa por el hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO. 
 
Teniendo en cuenta lo mencionado, al realizar el reconocimiento de la medida, 
dispuso en su caso particular, aplicar el Método Técnico de Priorización, en 
atención a que no cumplía con los criterios de priorización establecidos en el 
artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019. 
 
Por consiguiente, nos permitimos aclararle que, el Método Técnico de 
Priorización  es un proceso técnico de priorización que determina los criterios y 
lineamientos que debe adoptar la Unidad para determinar el orden más 
apropiado para el desembolso  de la medida de indemnización administrativa de 
acuerdo con la disponibilidad presupuestal anual. 
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Para una mayor claridad al respecto, es importante indicar que con la aplicación 
del Método Técnico de Priorización se pretende responder efectivamente a la 
necesidad de determinar un orden de entrega progresivo de la indemnización 
administrativa para todas aquellas víctimas del conflicto armado con derecho a 
ella. Para ello, se tiene en cuenta la información de las variables demográficas, 
socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de 
reparación integral. 
 
De igual forma, la Resolución 1049 de 2019, en el anexo técnico que hace parte 
integral de la misma, estableció que el Método Técnico de Priorización se 
aplicará anualmente para determinar el orden de acceso a la indemnización de 
manera proporcional a los recursos apropiados en la respectiva vigencia fiscal,  
y a efectos de dar cumplimiento  a lo previsto indicó, que su aplicación será 
respecto de la totalidad de víctimas que al finalizar el 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior cuenten con decisión de reconocimiento de la 
indemnización administrativa a su favor. 
 
Así las cosas, la Unidad para la Víctimas, en los casos en los que haya expedido 
acto administrativo de reconocimiento en la presente vigencia, aplicará el Método 
Técnico de Priorización en el primer semestre del año 2021, para determinar, de 
las personas que fueron reconocidas hasta el 31 de diciembre de 2020 sin criterio 
de priorización, a cuáles se les realizará la entrega de la medida conforme a la 
disponibilidad de recursos destinados para este efecto. 
 
Las víctimas que según la aplicación del Método puedan acceder a la entrega de 
la indemnización administrativa en la correspondiente vigencia de acuerdo con 
la disponibilidad presupuestal, serán citadas de manera gradual en el transcurso 
del año para la entrega de la medida. Para ello, la Unidad para las Víctimas 
pondrá a disposición la información que les permita conocer sobre la priorización 
o no del desembolso durante la vigencia. 
 
Ahora bien, de no poder acceder al desembolso de la medida de indemnización 
dentro de la correspondiente vigencia fiscal, también se determinó que se pondrá  
disposición de las víctimas la información que les permitirá saber que su 
desembolso no será priorizado para dicha vigencia y que se aplicará nuevamente 
el método en la vigencia siguiente. 
 
(…) 

 
En cuanto a la notificación de la anterior respuesta, afirmó la accionada que esta fue 
comunicada al correo electrónico jorgepinedacoronado@gmail.com, suministrado por 
el actor para notificaciones, el 24 de julio de 2020, sin embargo no acreditó dicha 
notificación. 
 
Posteriormente, la entidad señaló que mediante radicado interno de salida Nº. 
202072026724991 de 7 de octubre de 2020, dio alcance a la respuesta inicialmente 
brindada, y le comunicó al actor, que: 
 

Atendiendo a la petición, relacionada con la indemnización administrativa y 
atención humanitaria por el hecho victimizante Desplazamiento Forzado bajo el 
marco normativo de la ley 1448 de 2011, la Unidad para las Víctimas brinda una 
respuesta conforme a lo dispuesto en artículo 14 y siguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que está en 
concordancia con la Ley Estatutaria 1755 de 2015, y bajo el contexto normativo 
de la Resolución No. 01049 del 15 de marzo de 2019 por medio de la cual “se 
adopta el procedimiento para reconocer y otorgar la indemnización por vía 
administrativa, se crea el método técnico de priorización, se deroga las 
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Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se dictan otras disposiciones.” Nos 
permitimos dar repuesta en los siguientes términos: 
 
EN RELACION A LA INDEMNIZACION ADMNISTRATIVA:  
 
Con el fin de dar respuesta a su petición, le informamos que la Unidad para las 
Víctimas está realizando las verificaciones correspondientes en los diferentes 
sistemas de información para poder establecer de manera definitiva la 
información del pago de la indemnización administrativa a la que tiene derecho, 
para lo cual le solicitamos que se comunique en los próximos días con la Unidad, 
en la Línea Gratuita Nacional 018000-911119 desde cualquier celular y desde 
Bogotá al 4261111 o Canal Virtual previsto en la página 
https://www.unidadvictimas.gov.co/es/servicio-al-ciudadano/44486, ambos en 
horario de lunes a viernes de 7:00 a.m. a 9:00 p.m. y sábados de 7:00 a.m. a 
5:00 p.m., con la finalidad de informarle el estado de su indemnización 
administrativa.  
 
Finalmente, para nuestra entidad es muy importante tener actualizados sus datos 
de contacto, por esto le invitamos a informar cualquier modificación a través de 
nuestros canales de atención como en el punto de atención más cercano a su 
lugar de residencia, o a través de la línea gratuita nacional 018000911119 o en 
Bogotá al 4261111. 

 
La anterior respuesta, fue notificada al accionante el 7 de octubre de 2020, al correo 
electrónico suministrado para tal fin, como se observa en la impresión de pantalla 
obrante en el expediente. 
 
En conclusión, se observa que la petición objeto de esta acción fue resuelta de forma 
completa y de fondo, sin embargo, pese a que la accionada, afirmó que la respuesta 
inicial fue notificada el 24 de julio de 2020, al correo electrónico 
jorgepinedacoronado@gmail.com, consignado por el actor para notificaciones, no se  
encuentra acreditado en el expediente que se le haya comunicado, pues solamente 
se observa el oficio Nº. 202072017024891 de 24 de julio de 2020, sin el respectivo 
soporte que pruebe su notificación. 
 
En ese orden de ideas, ante la falta de notificación para el presente caso, se está ante 
la ausencia de uno de los elementos del núcleo esencial del derecho de petición, 
como lo ha precisado la jurisprudencia constitucional: “(i)Prontitud (…) (ii)Resolver de 
fondo la solicitud (…) (iii)Notificación. No basta con la emisión de la respuesta 
sino que la misma debe ser puesta en conocimiento del interesado y, ante el 
juez de tutela. Ello debe ser acreditado4”. 
 
Así las cosas, da cuenta el despacho que la accionada, Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas – UARIV, si bien dio respuesta inicial a la petición 
del accionante, no está acreditada su notificación, es así como, ante su ausencia, y 
toda vez que se ha excedido el término de treinta (30) días dispuesto por el artículo 5 
del Decreto Legislativo N°. 491 de 28 de marzo de 2020, norma aplicable para el 
presente caso teniendo en cuenta que la petición objeto de esta controversia fue 
radicada ante la accionada el 16 de julio de 2020, (durante la vigencia de la 
Emergencia Sanitaria), la entidad llamada ha vulnerado el derecho fundamental de 
petición del accionante. 
 
En consecuencia, a través de esta acción preferente y sumaria, el despacho 
procederá a conceder la protección del derecho fundamental de petición tutelándolo 
y en consecuencia ordenará al Director Técnico de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas – UARIV, o quién haga sus veces, que dentro de 

                                                           
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-044 de 2019 
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las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, 
proceda a notificar al actor el contenido de la respuesta inicial, correspondiente al 
radicado interno de salida Nº. 202072017024891 de 24 de julio de 2020, respecto de 
la solicitud presentada, el 16 de julio de dos mil veinte (2020). 
 
De otra parte, no se tutelarán los derechos a la igualdad, verdad e indemnización, por 
cuanto no se evidencia que se le estén vulnerando, o por lo menos, no se aportó 
prueba de tal situación, ni tampoco se comprobó que se le esté causando un perjuicio 
irremediable, que deba ser tutelado.  
 
En caso de no presentarse impugnación en contra del presente fallo, por la secretaría 
del Juzgado, se procederá con el envío de este a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión, de conformidad con lo establecido en el Artículo 31 del Decreto 
2591 de 1991. 
 
En mérito de expuesto, el Juzgado Cincuenta y Cinco (55) Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y por mandato de la ley, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- TUTELAR el derecho fundamental de petición presentado por el señor 
Jorge Enrique Pineda Coronado, identificado con cédula de ciudadanía N°. 
11.388.682, conforme a las consideraciones que anteceden. 
 
SEGUNDO.- ORDENAR al Director Técnico de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas – UARIV, o quién haga sus veces, que dentro del 
término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente 
providencia, proceda a notificar el contenido de la respuesta inicial brindada, 
correspondiente al radicado interno de salida Nº. 202072017024891 de 24 de julio de 
2020, respecto de la solicitud del señor Jorge Enrique Pineda Coronado, identificado 
con cédula de ciudadanía N°. 11.388.682, el 16 de julio de dos mil veinte (2020), so 
pena de incurrir en desacato a orden judicial. De igual forma, copia de dicha respuesta 
y notificación deben ser enviadas a esta sede judicial. 
 
TERCERO.- NOTIFÍCAR la presente decisión a las Partes, a la Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este despacho judicial y al Defensor del Pueblo, conforme a 
lo dispuesto en los Artículos 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5 del Decreto 306 de 
1992. 
 
CUARTO.- HACER SABER que contra la presente decisión, procede la impugnación 
ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro de los tres (3) días 
siguientes a su notificación. 
 
QUINTO.- En caso de no ser impugnado el presente fallo, por la secretaría del 
Juzgado, ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad 
a lo establecido en el Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
 
SEXTO.- Una vez regrese el expediente de la Corte Constitucional, por la secretaría 
del Juzgado, PROCEDER al archivo de este, luego de las anotaciones del caso en el 
Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Firmado Por: 
 

LUIS EDUARDO GUERRERO TORRES  
JUEZ CIRCUITO 
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